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SUMARIO: Régimen de Incentivo a la Construcción 
Federal Argentina y Acceso a la Vivienda. Imple-
mentación. (8-P.E.-2020.)

Dictamen de las comisiones

Honorable Cámara:
Las comisiones de Vivienda y Ordenamiento Ur-

bano y de Presupuesto y Hacienda han considerado 
el proyecto de ley del Poder Ejecutivo, por el que se 
implementa un régimen destinado a promover las in-
versiones en la construcción de obras privadas nuevas 
realizadas en el territorio de la República Argentina; y, 
por las razones expuestas en el informe que se acom-
paña y las que dará el miembro informante, aconsejan 
la sanción del siguiente

PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados,...

TÍTULO I

Incentivo a la construcción federal argentina 
y acceso a la vivienda

Capítulo I

Objeto

Artículo 1° – Impleméntase el Régimen de Incenti-
vo a la Construcción Federal Argentina y Acceso a la 
Vivienda, destinado a promover el desarrollo o inver-
sión en proyectos inmobiliarios realizados en el terri-
torio de la República Argentina, definidos de acuerdo 
con el artículo 2°.

Art. 2° – A los efectos de la presente ley se enten-
derá por proyectos inmobiliarios a aquellas obras pri-
vadas nuevas que se inicien a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley (construcciones, amplia-
ciones, instalaciones: entre otras) y que, de acuerdo 
con los códigos de edificación o disposiciones seme-

jantes, se encuentren sujetos a denuncia, autorización 
o aprobación por autoridad competente.

Quedan comprendidas dentro de la definición de 
obras privadas nuevas aquellas que a la fecha de entra-
da en vigencia de esta ley posean un grado de avance 
inferior al cincuenta por ciento (50 %) de la finaliza-
ción de la obra.

Capítulo II

Beneficios para el inversor

Art. 3° – Exímese del impuesto sobre los bienes 
personales establecido en el título VI de la ley 23.966, 
texto ordenado en 1997 y sus modificaciones, al valor 
de las inversiones en proyectos de inversión realiza-
das hasta el 31 de diciembre de 2022, inclusive, en la 
República Argentina, desarrolladas, directamente o a 
través de terceros, desde el período fiscal en que se 
efectivice la inversión y hasta aquel en que se pro-
duzca la finalización del proyecto inmobiliario, su 
adjudicación o la enajenación del derecho y/o la par-
ticipación originados con motivo de aquella, lo que 
ocurra en primer lugar, hasta un plazo máximo de dos 
(2) períodos fiscales.

A los fines de lo dispuesto en el párrafo preceden-
te, la exención comprende a aquellos bienes cuya te-
nencia, al 31 de diciembre de cada año, representa la 
inversión en los proyectos inmobiliarios allí mencio-
nados, sea de manera directa o a través de terceros  
–cualquiera sea la forma jurídica, contrato y/o vehícu-
lo adoptado para materializar la inversión– y siempre 
que se hubiera efectivizado con fondos en moneda na-
cional oportunamente declarados y/o provenientes de 
la realización previa –mediante la aplicación transito-
ria de compra de títulos públicos nacionales– de mo-
neda extranjera oportunamente declarada, de confor-
midad con los términos y condiciones que al respecto 
prevea la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo 
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nacional, y en la medida en que no resulten compren-
didos en las disposiciones del título II de esta ley.

Art. 4° – Establécese que podrá computarse como 
pago a cuenta del impuesto sobre los bienes persona-
les el equivalente al uno por ciento (1 %) del valor de 
las inversiones en proyectos inmobiliarios definidos 
en el artículo 2° de la presente ley, el que se ajustará a 
las siguientes pautas:

a) Con relación a aquellas inversiones realiza-
das desde la fecha de entrada en vigencia de 
esta ley y hasta la fecha de vencimiento de la 
presentación de la declaración jurada del im-
puesto sobre los bienes personales del período 
fiscal 2020, ambas fechas inclusive: se compu-
tará a cuenta del impuesto determinado en el 
período fiscal 2020, no pudiendo generar saldo 
a favor. El remanente no utilizado podrá tras-
ladarse, en primer término, al período fiscal si-
guiente, y de continuar, al período fiscal 2022;

b) Con relación a aquellas inversiones realizadas 
desde el día siguiente a la fecha de vencimien-
to de la presentación de la declaración jurada 
del impuesto sobre los bienes personales del 
período fiscal 2020 y hasta el 31 de diciembre 
de 2021, ambas fechas inclusive: se computará 
a cuenta del impuesto determinado en el pe-
ríodo fiscal 2021, no pudiendo generar saldo 
a favor. El remanente no utilizado solo podrá 
trasladarse al período fiscal siguiente;

c) Con relación a aquellas inversiones realizadas 
desde el 1° de enero de 2022 y hasta el 31 de 
diciembre de 2022, ambas fechas inclusive: se 
computará a cuenta del impuesto determinado 
en el período fiscal 2022, no pudiendo generar 
saldo a favor. El remanente no utilizado no po-
drá trasladarse a períodos fiscales siguientes.

Art. 5° – Los titulares de inmuebles o de derechos 
sobre inmuebles gozarán del diferimiento del pago del 
impuesto a la transferencia de inmuebles de personas 
físicas y sucesiones indivisas, establecido en el título 
VII de la ley 23.905, o del impuesto a las ganancias, 
según corresponda, cuando se configure el correspon-
diente hecho imponible con motivo de la transferencia 
y/o enajenación de aquellos a los sujetos comprendi-
dos en los incisos a), b), c), d) y f) del artículo 53 de 
la Ley de Impuesto a las Ganancias, texto ordenado 
en 2019 y sus modificaciones, que desarrollen los pro-
yectos inmobiliarios en los términos del artículo 2° 
de la presente ley, ocurrida desde la fecha de entrada 
en vigencia de esta ley y hasta el 31 de diciembre de 
2022, ambas fechas inclusive.

La condición estipulada en el párrafo anterior se 
considerará cumplimentada cuando el inicio efectivo 
del desarrollo de tales proyectos se produzca con un 
plazo máximo de dos (2) años desde el momento en 
que los inmuebles o el derecho sobre estos hubieren 
sido transferidos y/o enajenados.

El pago del impuesto procederá en el momento o pe-
ríodo fiscal en que los o las titulares: i) perciban una 
contraprestación en moneda nacional o extranjera; ii) 
cedan o transfieran a cualquier título la participación, 
derechos o similares que hubieran recibido como con-
traprestación; iii) se produzca la finalización de la obra 
o iv) se adjudique la unidad que hubieran recibido 
como contraprestación, lo que ocurra en primer lugar.

A los efectos de determinar la base imponible del 
impuesto a las ganancias que corresponda diferir, de-
berán considerarse las disposiciones que a esos efectos 
establezca la norma legal del gravamen, considerando 
el costo de adquisición actualizado. Para determinar el 
costo computable, este deberá ser actualizado desde la 
fecha en que se produjo la adquisición, y/o desde la fe-
cha en que se haya realizado la construcción y/o cada 
una de las mejoras, hasta la fecha de la transferencia 
y/o enajenación, aplicando el índice al que hace refe-
rencia el segundo párrafo del artículo 93 de la Ley de 
Impuesto a las Ganancias, texto ordenado en 2019 y 
sus modificaciones, o su equivalente de acuerdo con la 
denominación que tuviere en el período de que se trate.

A los fines de utilizar el índice mencionado en el 
párrafo anterior, no resultan aplicables las disposicio-
nes del artículo 10 de la ley 23.928, modificado por la 
ley 25.561.

TÍTULO II

Programa de Normalización para Reactivar 
la Construcción Federal Argentina

Capítulo único

Normalización de la tenencia en moneda nacional 
y extranjera para la realización de inversiones 

en construcción

Art. 6° – Las personas humanas, sucesiones indi-
visas y los sujetos establecidos en el artículo 53 de 
la Ley de Impuesto a las Ganancias, texto ordenado 
en 2019 y sus modificaciones, residentes en la Repú-
blica Argentina, podrán declarar de manera voluntaria 
ante la Administración Federal de Ingresos Públicos, 
entidad autárquica en el ámbito del Ministerio de Eco-
nomía, la tenencia de moneda extranjera y/o moneda 
nacional en el país y en el exterior, en las condiciones 
previstas en el presente capítulo, dentro de un plazo 
que se extenderá desde la fecha de entrada en vigen-
cia de esta ley y hasta transcurrido el plazo de ciento 
veinte (120) días corridos desde dicha vigencia, am-
bas fechas inclusive.

La tenencia de moneda extranjera y/o de moneda 
nacional en el país y en el exterior que se exteriori-
ce en los términos de este régimen, es aquella que no 
hubiera sido declarada a la fecha de entrada en vigen-
cia de esta ley, de acuerdo con el procedimiento que a 
esos efectos establezca la Administración Federal de 
Ingresos Públicos.
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Art. 7° – Los fondos incluidos en la declaración vo-
luntaria de la moneda extranjera y/o moneda nacional 
deberán depositarse en una cuenta especial de depósi-
to y cancelación para la construcción argentina (CE-
CON.Ar) en alguna de las entidades comprendidas en 
el régimen de la ley 21.526 y sus modificaciones, en la 
forma y en los plazos que establezcan la Administra-
ción Federal de Ingresos Públicos y el Banco Central 
de la República Argentina.

Los fondos declarados podrán ser aplicados transi-
toriamente a la compra de títulos públicos nacionales 
e inmediatamente invertidos en los destinos mencio-
nados en el párrafo siguiente.

Los fondos declarados deberán afectarse, única-
mente, al desarrollo o la inversión en los proyectos 
inmobiliarios en la República Argentina a los que se 
refiere el artículo 2° de la presente ley.

Art. 8° – Quedan comprendidas en las disposiciones 
de este título la moneda que se encontrare depositada 
en instituciones bancarias o financieras u otras del ex-
terior sujetas a la supervisión de los bancos centrales 
u organismos equivalentes de sus respectivos países 
y/o comisiones de valores, u organismos equivalentes 
que tengan asignada la supervisión bancaria o bursá-
til, que admitan saldos inscriptos en cuentas de ins-
tituciones bajo su fiscalización, o en otras entidades 
que consoliden sus estados contables con los estados 
contables de un banco local autorizado a funcionar en 
la República Argentina.

Asimismo, dichas instituciones deberán estar radi-
cadas en países que cumplimenten normas o recomen-
daciones internacionalmente reconocidas en materia 
de prevención de lavado de activos y financiación del 
terrorismo.

No podrán ser objeto de normalización las tenen-
cias en el exterior que estuvieran depositadas en en-
tidades financieras o agentes de custodia radicados o 
ubicados en jurisdicciones o países identificados por 
el Grupo de Acción Financiera (GAFI) como de alto 
riesgo o no cooperantes.

Art. 9° – Establécese un impuesto especial que se 
determinará sobre el valor de la tenencia que se de-
clare, expresada en moneda nacional al momento de 
ingreso a la cuenta especial, conforme las siguientes 
alícuotas:

a) Ingresados desde la fecha de entrada en vigen-
cia de esta ley y hasta transcurrido el plazo de 
sesenta (60) días corridos desde dicha vigen-
cia, ambas fechas inclusive: cinco por ciento 
(5 %);

b) Ingresados desde el día siguiente de vencido el 
plazo del inciso a) y hasta transcurrido el pla-
zo de treinta (30) días corridos, ambas fechas 
inclusive: diez por ciento (10 %);

c) Ingresados desde el día siguiente de vencido el 
plazo del inciso b) y hasta transcurrido el pla-

zo de treinta (30) días corridos, ambas fechas 
inclusive: veinte por ciento (20 %).

Al solo efecto de la determinación de la base im-
ponible a que hace referencia el párrafo anterior, 
deberá considerarse, para la valuación de la moneda 
extranjera, el tipo de cambio comprador del Banco de 
la Nación Argentina que corresponda a la fecha de su 
ingreso a la cuenta especial allí mencionada.

Art. 10. – El impuesto especial que se fija en el 
artículo anterior de la presente ley deberá ser deter-
minado e ingresado en la forma, plazo y condiciones 
que establezca la Administración Federal de Ingresos 
Públicos.

La falta de pago del impuesto especial dentro de 
los plazos fijados en el presente capítulo y en la regla-
mentación que al efecto se dicte, privará al sujeto que 
realiza la declaración voluntaria de la totalidad de los 
beneficios aquí previstos.

El impuesto establecido en el artículo anterior de 
la presente norma no resultará deducible ni podrá ser 
considerado como pago a cuenta del impuesto esta-
blecido en la Ley de Impuesto a las Ganancias, texto 
ordenado en 2019 y sus modificaciones.

El impuesto especial que se fija en el artículo prece-
dente se regirá por las disposiciones de la ley 11.683, 
texto ordenado 1998 y sus modificaciones.

Art. 11. – Los sujetos que efectúen la declaración 
voluntaria de moneda extranjera y/o moneda nacional 
en los términos de este capítulo, no estarán obligados a 
informar a la Administración Federal de Ingresos Pú-
blicos, sin perjuicio del cumplimiento de la ley 25.246 
y sus modificaciones, y demás obligaciones que co-
rrespondan, la fecha de compra de las tenencias ni el 
origen de los fondos con los que fueran adquiridas, y 
gozarán de los siguientes beneficios por los montos 
declarados:

a) No estarán sujetos a lo dispuesto en el inciso f) 
del artículo 18 de la ley 11.683, texto ordenado 
en 1998 y sus modificaciones, respecto de las 
tenencias exteriorizadas;

b) Quedan liberados de toda acción civil, comer-
cial, penal tributaria, penal cambiaria, penal 
aduanera e infracciones administrativas que 
pudieran corresponder;

c) Quedan eximidos del pago de los impuestos 
que hubieran omitido declarar, de acuerdo con 
las siguientes disposiciones:

1. Impuestos a las ganancias, a las salidas 
no documentadas conforme al artículo 40 
de la Ley de Impuesto a las Ganancias, 
texto ordenado en 2019 y sus modifica-
ciones, a la transferencia de inmuebles 
de personas físicas y sucesiones indivisas 
y sobre los créditos y débitos en cuentas 
bancarias y otras operatorias: respecto 
del monto de la materia neta imponible 
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del impuesto que corresponda, el importe 
equivalente en moneda nacional de la te-
nencia de moneda extranjera y/o moneda 
nacional que se declara voluntariamente.

2. Impuestos internos y al valor agregado: 
el monto de operaciones liberado se ob-
tendrá multiplicando el valor en moneda 
nacional de las tenencias exteriorizadas 
por el coeficiente resultante de dividir el 
monto total de operaciones declaradas –o 
registradas en caso de no haberse presen-
tado declaración jurada– por el monto de 
la utilidad bruta, correspondientes al pe-
ríodo fiscal que se pretende liberar.

3. Impuesto sobre los bienes personales y 
de la contribución especial sobre el ca-
pital de las cooperativas: respecto del 
impuesto originado por el incremento de 
los bienes sujetos al impuesto o del capi-
tal imponible, según corresponda, por un 
monto equivalente en moneda nacional a 
las tenencias declaradas voluntariamente.

4. Impuesto a las ganancias por las ganan-
cias netas no declaradas: en su equivalen-
te en moneda nacional, obtenidas en el 
exterior, correspondiente a las tenencias 
que se declaran voluntariamente.

Art. 12. – La declaración voluntaria efectuada por 
las sociedades comprendidas en el inciso b) del artí-
culo 53 de la Ley de Impuesto a las Ganancias, texto 
ordenado en 2019 y sus modificaciones, liberará del 
impuesto a las ganancias correspondiente a los so-
cios, en proporción a la materia imponible que les sea 
atribuible, de acuerdo con su participación en estas. 
Igual criterio corresponderá aplicar con relación a los 
sujetos referenciados en el inciso c) del referido artí-
culo con relación a los y las fiduciantes, beneficiarios, 
beneficiarias y/o fideicomisarios y/o fideicomisarias.

La liberación dispuesta procederá solo en el supues-
to en que los sujetos mencionados en los incisos b) y 
c) del artículo 53 de la Ley de Impuesto a las Ganan-
cias, texto ordenado en 2019 y sus modificaciones, no 
hubieran ejercido la opción a la que se refiere el pun-
to 8 del inciso a) del artículo 73 de la mencionada ley.

Las personas humanas y sucesiones indivisas que 
efectúen la declaración voluntaria prevista en este ca-
pítulo, podrán liberar con esta las obligaciones fisca-
les de las empresas unipersonales de las que sean o 
hubieran sido titulares.

Art. 13. – La liberación establecida en el inciso c) 
del artículo 11 de la presente ley no podrá aplicarse 
a las retenciones o percepciones practicadas y no in-
gresadas.

Art. 14. – Ninguna de las disposiciones de la pre-
sente ley liberará a las entidades financieras o demás 
personas obligadas, sean entidades financieras, nota-
rios públicos o notarias públicas, contadores o con-

tadoras, síndicos o síndicas, auditores o auditoras o 
directores o directoras u otros, de las obligaciones vin-
culadas con la legislación tendiente a la prevención de 
las operaciones de lavado de dinero, financiamiento 
del terrorismo u otros delitos previstos en leyes no 
tributarias, excepto respecto de la figura de evasión 
tributaria o participación en la evasión tributaria.

Quedan excluidas del ámbito de la presente ley las 
sumas de dinero provenientes de conductas suscepti-
bles de ser encuadradas en los términos del artículo 
6° de la ley 25.246 y sus modificaciones, relativas al 
delito de lavado de activos y financiación del terro-
rismo. Los sujetos mencionados en el primer artículo 
de este capítulo que pretendan acceder a los benefi-
cios del presente régimen de declaración voluntaria, 
deberán formalizar la presentación de una declaración 
jurada al respecto; ello sin perjuicio de cualquier otra 
medida que resulte necesaria a efectos de corroborar 
los extremos de viabilidad para el acogimiento a este.

En los supuestos contemplados en el inciso j) del 
punto 1 del artículo 6° de la ley 25.246 y sus modifi-
caciones, la exclusión será procedente en la medida en 
que se haya dictado sentencia y se encuentre firme con 
anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley.

Art. 15. – Quedan excluidos o excluidas de las dis-
posiciones del presente capítulo quienes se hallen en 
alguna de las siguientes situaciones:

a) Declarados o declaradas en estado de quiebra, 
respecto de los o las cuales no se haya dispues-
to continuidad de la explotación, conforme a 
lo establecido en la normativa vigente;

b) Los condenados o las condenadas por alguno 
de los delitos previstos en las leyes 23.771 y 
sus modificaciones, 24.769 y sus modificato-
rias, el título IX de la ley 27.430 y sus modifi-
caciones o en la ley 22.415 (Código Aduanero) 
y sus modificaciones, respecto de los cuales se 
haya dictado sentencia y se encuentre firme 
con anterioridad a la entrada en vigencia de la 
presente ley, siempre que la condena no estu-
viera cumplida;

c) Los condenados o las condenadas por delitos 
dolosos que tengan conexión con el incumpli-
miento de obligaciones tributarias, respecto 
de los cuales se haya dictado sentencia y se 
encuentre firme con anterioridad a la fecha de 
entrada en vigencia de la presente ley, siempre 
que la condena no estuviere cumplida;

d) Los condenados o las condenadas por delitos 
vinculados con operaciones de lavado de di-
nero o financiamiento del terrorismo, respecto 
de los cuales se haya dictado sentencia y se 
encuentre firme con anterioridad a la fecha de 
entrada en vigencia de la presente ley, siem-
pre que la condena no estuviere cumplida; 
sus cónyuges, convivientes y parientes en el 
segundo grado de consanguinidad o afinidad 
ascendente o descendente;
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e) Las personas jurídicas en las que, según co-
rresponda, sus socios, socias, administrado-
res o administradoras, directores, directoras, 
síndicos, sindicas, integrantes del consejo de 
vigilancia, consejeros, consejeras, o quienes 
ocupen cargos equivalentes en las mismas, ha-
yan sido condenados o condenadas por infrac-
ción a las leyes 23.771, y sus modificaciones, 
24.769, y sus modificatorias, al título IX de la 
ley 27.430 y sus modificaciones, la ley 22.415 
(Código Aduanero) y sus modificaciones, o 
por delitos dolosos que tengan conexión con 
el incumplimiento de obligaciones tributarias, 
respecto de los cuales se haya dictado senten-
cia y se encuentre firme con anterioridad a la 
fecha de entrada en vigencia de la presente ley, 
siempre que la condena no estuviere cumplida.

Art. 16. – Quedan excluidos de las disposiciones del 
presente título los sujetos que, entre el 1° de enero de 
2010, inclusive, y la vigencia de la presente ley, hubie-
ran desempeñado las siguientes funciones públicas:

a) Presidente y vicepresidente de la Nación, go-
bernador, vicegobernador, jefe o vicejefe de 
gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires o intendente municipal;

b) Senador o diputado nacional, provincial o de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, o concejal 
municipal, o parlamentario del Mercosur;

c) Magistrado del Poder Judicial nacional, pro-
vincial, municipal o de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires;

d) Magistrado del Ministerio Público nacional, 
provincial, municipal o de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires;

e) Defensor del pueblo o adjunto del defensor del 
pueblo nacional, provincial, municipal o de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires;

f) Jefe de Gabinete de Ministros, ministro, se-
cretario o subsecretario del Poder Ejecutivo 
nacional, provincial, municipal o de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires;

g) Interventor federal, provincial, municipal o de 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires;

h) Síndico General de la Nación, síndico general 
adjunto de la Sindicatura General, presiden-
te o auditor general de la Auditoría General, 
autoridad superior de los entes reguladores y 
los demás órganos que integran los sistemas 
de control del sector público nacional, provin-
cial, municipal o de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, y los miembros de organismos 
jurisdiccionales administrativos en los tres ni-
veles de gobiernos;

i) Miembro del Consejo de la Magistratura o del 
jurado de enjuiciamiento;

j) Embajador, cónsul o funcionario destacado en 
misión oficial permanente en el exterior;

k) Personal en actividad de las fuerzas armadas, 
de la Policía Federal Argentina, de la Policía 
de Seguridad Aeroportuaria, de la Gendarme-
ría Nacional, de la Prefectura Naval Argentina 
o del Servicio Penitenciario Federal, con jerar-
quía no menor de coronel o equivalente, per-
sonal de la policía provincial, municipal o de 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires con ca-
tegoría no inferior a la de comisario, o perso-
nal de categoría inferior, a cargo de comisaría;

l) Rector, decano o secretario de las universida-
des nacionales, provinciales, municipales o de 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires;

m) Funcionario o empleado, con categoría o fun-
ción no inferior a la de director nacional o 
equivalente, que preste servicio en la adminis-
tración pública nacional, provincial, municipal 
o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
centralizada o descentralizada, las entidades 
autárquicas, los bancos y entidades financieras 
del sistema oficial, las obras sociales adminis-
tradas por el Estado, las empresas del Estado, 
las sociedades del Estado, o personal con si-
milar categoría o función y en otros entes del 
sector público;

n) Funcionario colaborador de interventor fe-
deral, provincial, municipal o de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, con categoría o 
función no inferior a la de director nacional o 
equivalente;

o) Personal de los organismos indicados en el in-
ciso h) del presente artículo, con categoría no 
inferior a la de director nacional o equivalente;

p) Funcionario o empleado público encargado de 
otorgar habilitaciones administrativas para el 
ejercicio de cualquier actividad, como también 
todo funcionario o empleado público encarga-
do de controlar el funcionamiento de dichas 
actividades o de ejercer cualquier otro control 
en virtud de un poder de policía;

q) Funcionario que integra los organismos de 
control de los servicios públicos privatizados, 
con categoría no inferior a la de director nacio-
nal o equivalente;

r) Personal que se desempeña en el Poder Legis-
lativo nacional, provincial, municipal o de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, con ca-
tegoría no inferior a la de director nacional o 
equivalente;

s) Personal que cumpla servicios en el Poder Ju-
dicial o en el Ministerio Público nacional, pro-
vincial, municipal o de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, con categoría no inferior a 
secretario o equivalente;
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t) Funcionario o empleado público que integre 
comisiones de adjudicación de licitaciones, de 
compra o de recepción de bienes, o participe en 
la toma de decisiones de licitaciones o compras 
en cualquiera de los tres niveles de gobierno;

u) Funcionario público que tenga por función 
administrar un patrimonio público o privado, 
o controlar o fiscalizar los ingresos públicos 
cualquiera fuera su naturaleza;

v) Director o administrador de las entidades so-
metidas al control externo del Congreso de la 
Nación, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 120 de la ley 24.156;

w) Personal de los organismos de inteligencia, sin 
distinción de grados, sea su situación de revis-
ta permanente o transitoria.

Quedan asimismo excluidos los cónyuges, los pa-
dres y los hijos menores emancipados de los sujetos 
alcanzados en los incisos a) al w) del presente artículo.

Art. 17. – Los sujetos que se acojan al régimen es-
tablecido en el presente título deberán previamente 
renunciar a la promoción de cualquier procedimiento 
judicial o administrativo para reclamar con fines im-
positivos la aplicación de procedimientos de actua-
lización de cualquier naturaleza. Aquellos que a la 
fecha de entrada en vigencia de la presente ley ya hu-
bieran promovido tales procesos, como así cualquier 
otro de naturaleza tributaria, deberán desistir de las 
acciones y derechos allí invocados.

En el caso de la renuncia a la que hace referencia el 
párrafo anterior, el pago de las costas y gastos causídi-
cos se impondrán en el orden causado, renunciando el 
fisco al cobro de multas.

Art. 18. – La Administración Federal de Ingresos 
Públicos estará dispensada de formular denuncia penal 
respecto de los delitos previstos en las leyes 23.771, y 
sus modificaciones, y 24.769, y sus modificaciones, el 
título IX de la ley 27.430, y sus modificaciones o en 
la ley 22.415 (Código Aduanero), según corresponda, 
así como el Banco Central de la República Argentina 
de sustanciar los sumarios penales cambiarios y/o for-
mular denuncia penal respecto de los delitos previstos 
en la ley 19.359 (t. o. 1995) y sus modificaciones –sal-
vo que se trate del supuesto previsto en el inciso b) del 
artículo 1° del anexo de dicha ley–, en la medida que 
los sujetos de que se trate regularicen sus obligaciones 
tributarias, de la seguridad social y aduaneras confor-
me a las disposiciones del presente título.

Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo prece-
dente, la Administración Federal de Ingresos Públicos 
estará obligada a cumplir como sujeto obligado con 
las obligaciones establecidas en la ley 25.246, y sus 
modificatorias, incluyendo la obligación de brindar a 
la Unidad de Información Financiera, dependiente del 
Ministerio de Economía, toda la información por esta 
requerida sin la posibilidad de oponer el secreto fiscal 

previsto en el artículo 101 de la ley 11.683 (t. o. 1998) 
y sus modificaciones.

Art. 19. – La normalización que se efectúe, y el con-
tenido de todos y cada uno de los trámites conducentes 
a la realización de la misma, están alcanzados por el 
secreto fiscal y regulado por lo dispuesto en el artículo 
101 de la ley 11.683 (t. o. 1998) y sus modificaciones.

Los magistrados, funcionarios, empleados judicia-
les o dependientes de la Administración Federal de 
Ingresos Públicos, están obligados a mantener el más 
absoluto secreto de todo lo que llegue a su conoci-
miento en el desempeño de sus funciones sin poder 
comunicarlo a persona alguna, ni aun a solicitud del 
interesado, salvo a sus superiores jerárquicos. Igual 
obligación existirá para todo tercero respecto de 
cualquier documentación o información de cualquier 
modo relacionada con las declaraciones voluntarias y 
excepcionales reguladas por esta ley que fueran pre-
sentadas por cualquier contribuyente.

Los magistrados, funcionarios, empleados judiciales 
o dependientes de la Administración Federal de Ingre-
sos Públicos, declarantes y terceros que divulguen o re-
produzcan documentación o información de cualquier 
modo relacionada con las declaraciones voluntarias y 
excepcionales reguladas por esta ley incurrirán en la 
pena prevista por el artículo 157 del Código Penal.

Los periodistas y comunicadores sociales, así como 
los medios de comunicación y sus responsables lega-
les, por motivos de interés público estarán exceptua-
dos de lo antedicho.

Art. 20. – No habrá ninguna limitación en el marco 
del presente régimen a la capacidad actual del Estado 
de intercambiar información, reportar, analizar, inves-
tigar y sancionar conductas que pudiesen encuadrar en 
los artículos 303 y 306 del Código Penal.

TÍTULO III

Consolidación de obra pública 
para vivienda social

Art. 21. – Dispóngase a los fines de la reactivación 
de las obras paralizadas o abandonadas, en procesos 
de construcción con aportes del Estado nacional, a 
través de los diferentes programas o planes del Minis-
terio de Desarrollo Territorial y Hábitat de la Nación, 
que los porcentajes de avance físicos reales y edili-
ciamente aptos, constituirán la base para la determi-
nación del saldo pendiente de financiamiento para la 
culminación de las mismas.

Art. 22. – A los fines de la aplicación del mecanismo 
previsto en el artículo anterior, y sin perjuicio de los 
requisitos que se establezcan en la reglamentación que 
a tal efecto se dicte, las jurisdicciones y entes ejecuto-
res deberán acreditar en forma indubitada el porcentaje 
de avance físico real y apto ediliciamente de las obras 
paralizadas o abandonadas, mediante informes técnicos 
emitidos, con carácter de declaración jurada, por profe-
sionales con incumbencia en la materia, avalados por 
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registros fotográficos fechados y certificados por escri-
bano público, y rubricados por la máxima autoridad de 
las jurisdicciones y entes ejecutores con competencia.

Art. 23. – El Poder Ejecutivo nacional, a través del 
Ministerio de Desarrollo Territorial y Hábitat de la 
Nación, será la autoridad de aplicación de las disposi-
ciones contenidas en el presente título y determinará 
los requisitos que las jurisdicciones y entes ejecutores 
deberán cumplimentar para acceder al mecanismo de 
consolidación mencionado, pudiendo dictar todas las 
normas aclaratorias y complementarias que resulten 
necesarias para el adecuado funcionamiento e imple-
mentación del mismo.

TÍTULO IV

Normas complementarias
Art. 24. – Facúltase al Poder Ejecutivo nacional:

a) Extender los plazos de vigencia del Régimen 
de Incentivo a la Construcción Federal Argen-
tina y Acceso a la Vivienda;

b) Ampliar los rubros y/o actividades en virtud 
de las distintas modalidades que se adopten 
para el desarrollo de proyectos inmobiliarios;

c) Establecer, a través del acuerdo entre el Minis-
terio de Desarrollo Territorial y Hábitat de la 
Nación y el Ministerio de Economía, y en base 
al principio de equidad y a la situación fiscal y 
laboral diversa en las distintas áreas y regiones 
del país, la facultad de aplicar un incremento 
adicional del cómputo como crédito fiscal del 
impuesto al valor agregado de la contribución 
patronal, efectivamente abonada, definida en 
el artículo 19 de la ley 27.541;

d) Realizar estudios e investigaciones sobre el im-
pacto social y económico del régimen y de otras 
modalidades de transacciones, según el caso, con 
arreglo al objeto pretendido por el mismo. A tal 
efecto, el Banco Central de la República Argen-
tina y la Administración Federal de Ingresos Pú-
blicos producirán los informes correspondientes.

Art. 25. – El Ministerio de Desarrollo Territorial 
y Hábitat de la Nación, la Comisión Nacional de Va-
lores, el Banco Central de la República Argentina y 
la Administración Federal de Ingresos Públicos dic-
tarán, en el marco de sus respectivas competencias, 
las normas complementarias pertinentes, incluyendo 
las relativas a la verificación del cumplimiento de los 
requisitos previstos en la presente ley.

Art. 26. – Invítase a la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires y a las provincias para que establezcan 
exenciones en el impuesto de sellos y promuevan que 
sus municipios otorguen incentivos tributarios, en el 
marco de este régimen.

Art. 27. – Las disposiciones de la presente ley en-
trarán en vigencia el día de su publicación en el Bole-
tín Oficial de la República Argentina.

Art. 28. – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de las comisiones, 10 de febrero de 2021.

Domingo L. Amaya.* – Carlos S. Heller. – 
Melina A. Delú. – Luciano A. Laspina. 
– Ariel Rauschenberger. – Federico 
Fagioli. – Luis M. Pastori. – Aldo A. 
Leiva. – Marcelo P. Casaretto.* – Camila 
Crescimbeni. – Hilda C. Aguirre. – 
Lidia I. Ascarate. – Héctor “Cacho” 
Barbaro. – Miguel Á. Bazze. – Atilio F. 
Benedetti. – Hernán Berisso. – Rosana 
A. Bertone. – Daniel A. Brue.* – José 
M. Cano. – Sergio G. Casas. – Graciela 
M. Caselles. – Paulo L. Cassinerio. – 
Marcos Cleri. – Lucía B. Corpacci. – 
Eduardo Fernández. – Alejandro García. 
– José L. Gioja. – Pablo G. González. 
– Itai Hagman.* – Jorge E. Lacoste. – 
Susana G. Landriscini. – Mario Leito. 
– Dante E. López Rodríguez. – Martín 
Maquieyra. – José L. Martiarena.* – 
Dolores Martínez. – Germán P. Martínez. 
– Blanca I. Osuna. – Paula A. Penacca. 
– Elda Pértile. – Carlos Y. Ponce. – José 
L. Ramón. – Jorge Rizzotti.* – Jorge A. 
Romero. – Victoria Rosso. – Diego H. 
Sartori. – David P. Schlereth. – Pablo 
Torello. – Fernanda Vallejos. – Alejandra 
M. Vigo. – Carlos A. Vivero. – Carolina 
Yutrovic.

INFORME

Honorable Cámara:
Las comisiones de Vivienda y Ordenamiento Ur-

bano y de Presupuesto y Hacienda al considerar el 
proyecto de ley del Poder Ejecutivo, por el que se 
implementa un régimen destinado a promover las in-
versiones en la construcción de obras privadas nuevas 
realizadas en el territorio de la República Argentina, 
luego de un exhaustivo análisis acuerdan en modifi-
carlo y dictaminarlo favorablemente.

Domingo L. Amaya.

ANTECEDENTE

Mensaje del Poder Ejecutivo

Buenos Aires, 19 de octubre de 2020.

Al Honorable Congreso de la Nación. 

Tengo el agrado de dirigirme a su honorabilidad 
con el objeto de someter a su consideración un pro-
yecto de ley por el cual se propician medidas de in-
centivo tributario para la recuperación de la actividad 
de la construcción.

* Integra dos (2) comisiones.
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Las citadas medidas están en línea con la tarea co-
lectiva de construir un sendero de desarrollo econó-
mico con inclusión, expresada en el proyecto de ley 
de presupuesto general de la administración nacional 
para el ejercicio 2021. Allí se explicitó la necesidad 
de virar hacia un modelo de desarrollo sustentable en 
términos económicos, sociales y políticos que reúna 
en simultáneo cinco (5) condiciones estructurales: 
inclusión, dinamismo, estabilidad, federalismo y so-
beranía.

La actividad de la construcción realiza un importan-
te aporte al producto bruto interno y a la generación de 
los puestos de trabajo, tanto por sus efectos directos 
como por su muy importante, diversificada y distri-
buida en todo el territorio cadena de valor agregado. 
De esta forma, es una actividad fundamental para el 
sustento de miles y miles de familias argentinas. 

Sin embargo, en el período entre los años 2016 y 
2019 dicha actividad ha presentado caídas interanua-
les en veintinueve (29) de los cuarenta y ocho (48) 
meses, según el estimador mensual de la actividad 
económica, publicado por el Instituto Nacional de 
Estadística y Censos, organismo desconcentrado en el 
ámbito del Ministerio de Economía. Solo entre 2018 
y 2019 la caída fue del siete por ciento (7 %). Esta si-
tuación fue agravada desde la ampliación de la emer-
gencia sanitaria en virtud de la pandemia declarada 
por la Organización Mundial de la Salud (OMS) con 
relación al COVID-19, dispuesta por el decreto 260 
del 12 de marzo de 2020 y su modificatorio.

En definitiva, el marcado deterioro del contexto 
macroeconómico de los últimos años, así como los 
efectos económicos de la pandemia con relación al 
COVID-19, han afectado severamente el desenvol-
vimiento de esta actividad económica lo cual ha da-
ñado su potencial para incentivar el crecimiento de 
la economía, disminuir la pobreza vía la generación 
de puestos de trabajo en todo el territorio nacional y, 
sobre todo, ayudar a disminuir el déficit habitacional.

En este contexto, y a los efectos de coadyuvar a la 
reactivación económica, enfocando la referida recupe-
ración en la creación de nuevos puestos de trabajo y, 
concurrentemente, fomentar actividades productivas 
estratégicas para lograr tal fin, se propone un conjunto 
de medidas tributarias en favor de las inversiones en 
obras privadas nuevas, definidas en el proyecto de ley 
como aquellos trabajos (construcción, ampliaciones, 
instalaciones, entre otros) que, al momento de la en-
trada en vigencia de la misma, tengan un avance de 
obra inferior al cincuenta por ciento (50 %). 

Dichas medidas tienen como objetivo central mo-
vilizar ahorros hacia la actividad de la construcción, 
promoviendo el rol del mercado de capitales y dismi-
nuyendo los costos financieros que el pago de tributos 
podría generar en esta actividad en particular. 

Para ello se proponen, en primer lugar, dos (2) be-
neficios respecto del impuesto sobre los bienes per-
sonales.

Por un lado, se busca eximir durante dos (2) años 
del pago del impuesto a los activos que se destinen 
a obras de construcción nuevas en todo el territorio 
del país.

En particular, esta franquicia sería para aquellas 
personas humanas que inviertan fondos en forma 
directa o mediante terceros –cualquiera sea la forma 
jurídica y/o vehículo adoptado para materializar la in-
versión–, en proyectos constructivos. Por otro lado, 
se establece la posibilidad de computar como pago a 
cuenta del impuesto sobre los bienes personales (del 
período 2020/2022, según corresponda) el equivalente 
al uno por ciento (1 %) del valor de las inversiones 
realizadas en el marco de este proyecto de ley. 

En segundo lugar, se propone adecuar el momento 
del pago de los tributos sobre las transacciones inmo-
biliarias, esto es impuesto a las ganancias o impuesto 
a la transferencia de inmuebles de personas físicas y 
sucesiones indivisas, según corresponda, al momento 
de producirse el efectivo incremento del flujo del pro-
yecto de inversión; así como adecuar el monto impo-
nible a su evolución en términos reales.

En tal sentido, con relación al impuesto a las ga-
nancias y al impuesto a la transferencia de inmuebles 
de personas físicas y sucesiones indivisas, se propicia 
el diferimiento del pago de estos impuestos sobre la 
base imponible que se configure por la transferencia 
y/o enajenación cuyo objeto sea el financiamiento, 
inversión y/o desarrollo de proyectos inmobiliarios o 
de infraestructura en el marco del presente proyecto 
de ley. Se propone que el pago del impuesto proceda 
cuando los o las titulares perciban una contrapresta-
ción en moneda nacional o extranjera; cedan o trans-
fieran a cualquier título la participación, derechos o 
similares que poseen en aquellos; cuando se produzca 
la finalización de la obra o se adjudique la unidad, lo 
que ocurra en primer lugar.

Asimismo, para determinar la base imponible del 
impuesto a las ganancias que corresponda diferir, se 
establece que el costo computable deberá ser actuali-
zado aplicando los índices mencionados en el artículo 
93 de la Ley de Impuesto a las Ganancias, texto orde-
nado en 2019 y sus modificaciones. 

En tercer lugar, y con el mismo objetivo de movili-
zar ahorros hacia la actividad de la construcción y en 
el rumbo iniciado por la ley 27.541, de Solidaridad 
Social y Reactivación Productiva en el Marco de la 
Emergencia Pública, y sus normas modificatorias y 
complementarias, se propone establecer por un tiem-
po limitado un régimen de declaración voluntaria de 
activos para las personas humanas, sucesiones indi-
visas y sociedades de capital. Dichos fondos pagarán 
un único tributo con alícuota creciente en el tiempo, 
gozando de un conjunto de beneficios tributarios y de 
acciones judiciales y administrativas. Esto siempre en 
el caso de que los fondos se apliquen a las construc-
ciones, ampliaciones, instalaciones y otras impulsadas 
por este proyecto de ley. 
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El actual contexto económico requiere de medidas 
especiales dirigidas a llevar tranquilidad a la economía 
y que, paralelamente, ofrezcan un puente al modelo de 
desarrollo de largo plazo establecido en el proyecto 
de ley del presupuesto general de la administración 
nacional para el ejercicio 2021. 

Tenemos la convicción de que la actividad de la 
construcción no solo tiene el peso económico y terri-
torial que se ha mencionado, aportando a los pilares 
de dinamismo y federalismo que nuestro modelo de 
desarrollo requiere, sino también la capacidad de reac-
ción para responder en los tiempos que este momento 
especial de la economía mundial requiere y de generar 
un impacto en la recaudación fiscal directa e indirecta 
muy relevante con relación a los fondos invertidos. 
Esto permitirá coadyuvar a la reactivación de la eco-
nomía mediante un sendero sustentable.

Por todo ello, se somete a su consideración el presen-
te proyecto de ley y se solicita su pronto tratamiento. 

Saludo a su honorabilidad con mi mayor conside-
ración.
Mensaje 128

Alberto Á. Fernández.
Santiago A. Cafiero. – Martín Guzmán.

PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados,…

Capítulo I

Objeto 

Artículo 1° – Impleméntase un régimen destinado a 
promover las inversiones en la construcción de obras 
privadas nuevas realizadas en el territorio de la Repú-
blica Argentina, desde la fecha de entrada en vigencia 
de la presente ley. 

Art. 2° – A los efectos de la presente ley se entende-
rá por obras privadas nuevas a aquellos trabajos que se 
inicien a partir de la entrada en vigencia de la presente 
ley (construcciones, ampliaciones, instalaciones, en-
tre otros) que, de acuerdo con los códigos de edifica-
ción o disposiciones semejantes, se encuentren sujetos 
a denuncia, autorización o aprobación por autoridad 
competente.

Quedan comprendidas dentro de la definición de 
obras privadas nuevas aquellas que a la fecha de entra-
da en vigencia de esta ley posean un grado de avance 
inferior al cincuenta por ciento (50%) de la finaliza-
ción de la obra.

Capítulo II 

Impuesto sobre los bienes personales 

Art. 3° – Exímese del impuesto sobre los bienes 
personales establecido en el título VI de la ley 23.966, 
texto ordenado en 1997 y sus modificaciones, al valor 
de las inversiones en construcción de obras privadas 

nuevas realizadas hasta el 31 de diciembre de 2022, 
inclusive, en la República Argentina desarrolladas, 
directamente o a través de terceros, desde el período 
fiscal en que se efectivice la inversión y hasta aquel 
en que se produzca la finalización de la obra privada 
nueva, su adjudicación o la enajenación del derecho 
y/o la participación originados con motivo de aquella, 
lo que ocurra en primer lugar, hasta un plazo máximo 
de dos (2) períodos fiscales.

A los fines de lo dispuesto en el párrafo precedente, 
la exención comprende a aquellos bienes cuya tenen-
cia, al 31 de diciembre de cada año, representa la in-
versión en las obras allí mencionadas, sea de manera 
directa o a través de terceros –cualquiera sea la forma 
jurídica, contrato y/o vehículo adoptado para materia-
lizar la inversión y siempre que se hubiera efectivi-
zado con fondos en moneda nacional oportunamente 
declarados y/o provenientes de la realización previa 
de moneda extranjera oportunamente declarada, de 
conformidad con los términos y condiciones que al 
respecto prevea la reglamentación que dicte el Poder 
Ejecutivo nacional, y en la medida en que no resulten 
comprendidos en las disposiciones del capítulo IV de 
esta ley.

Art. 4° – Establécese que podrá computarse como 
pago a cuenta del impuesto sobre los bienes persona-
les el equivalente al uno por ciento (1 %) del valor 
de las inversiones en construcción de obras privadas 
nuevas en los términos del artículo 2° de la presente 
ley, el que se sujetará a las siguientes pautas:

a) Con relación a aquellas inversiones realizadas 
desde la fecha de entrada en vigencia de esta 
ley y hasta la fecha de vencimiento de la pre-
sentación de la declaración jurada del impuesto 
sobre los bienes personales del período fiscal 
2020, ambas fechas inclusive: se computará a 
cuenta del impuesto determinado en el período 
fiscal 2020, no pudiendo generar saldo a favor. 
El remanente no utilizado podrá trasladarse, en 
primer término, al período fiscal siguiente y de 
continuar, al período fiscal 2022; 

b) Con relación a aquellas inversiones realizadas 
desde el día siguiente a la fecha de vencimien-
to de la presentación de la declaración jurada 
del impuesto sobre los bienes personales del 
período fiscal 2020 y hasta el 31 de diciembre 
de 2021, ambas fechas inclusive: se computa-
rá a cuenta del impuesto determinado en el pe-
ríodo fiscal 2021, no pudiendo generar saldo 
a favor. El remanente no utilizado solo podrá 
trasladarse al período fiscal siguiente; 

c) Con relación a aquellas inversiones realizadas 
desde el 1° de enero de 2022 y hasta el 31 de 
diciembre de 2022, ambas fechas inclusive: se 
computará a cuenta del impuesto determinado 
en el período fiscal 2022, no pudiendo gene-
rar saldo a favor. El remanente no utilizado no 
podrá trasladarse a períodos fiscales siguientes. 
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Capítulo III

Impuesto a las ganancias e impuesto 
a la transferencia de inmuebles de personas 

físicas y sucesiones indivisas

Art. 5° – Los y las titulares de inmuebles o de de-
rechos sobre inmuebles gozarán del diferimiento del 
pago del impuesto a la transferencia de inmuebles de 
personas físicas y sucesiones indivisas, establecido 
en el título VII de la ley 23.905 o del impuesto a las 
ganancias, según corresponda, cuando se configure 
el correspondiente hecho imponible con motivo de la 
transferencia y/o enajenación de aquellos a los sujetos 
comprendidos en los incisos a), b), c), d) y f) del ar-
tículo 53 de la Ley de Impuesto a las Ganancias, texto 
ordenado en 2019 y sus modificaciones, cuyo objeto 
principal sea el financiamiento, la inversión y/o el de-
sarrollo, de proyectos inmobiliarios o de infraestruc-
tura, que realicen las obras definidas en los términos 
del artículo 2° de la presente ley, ocurrida desde la 
fecha de entrada en vigencia de esta ley y hasta el 31 
de diciembre de 2022, ambas fechas inclusive.

Tratándose de las obras privadas nuevas, definidas 
de acuerdo con lo dispuesto en los dos primeros pá-
rrafos del artículo 2° de la presente ley, la condición 
estipulada en el párrafo anterior se considerará cum-
plimentada cuando el inicio efectivo del desarrollo de 
tales proyectos se produzca con un plazo máximo de 
dos (2) años desde el momento en que los inmuebles 
o el derecho sobre estos hubieren sido transferidos y/o 
enajenados.

El pago del impuesto procederá en el momento o pe-
ríodo fiscal en que los o las titulares: i) perciban una 
contraprestación en moneda nacional o extranjera, ii) 
cedan o transfieran a cualquier título la participación, 
derechos o similares que hubieran recibido como con-
traprestación, iii) se produzca la finalización de la obra 
o iv) se adjudique la unidad que hubieran recibido 
como contraprestación; lo que ocurra en primer lugar.

Art. 6° – A los efectos de determinar la base imponi-
ble del impuesto a las ganancias que corresponda dife-
rir, conforme lo dispuesto en el artículo anterior, debe-
rán considerarse las disposiciones que a esos efectos 
establezca la norma legal del gravamen, considerando 
el costo de adquisición actualizado. Para determinar 
el costo computable, este deberá ser actualizado desde 
la fecha en que se produjo la adquisición, y/o desde 
la fecha en que se haya realizado la construcción y/o 
cada una de las mejoras, hasta la fecha de la transfe-
rencia y/o enajenación, aplicando el índice al que hace 
referencia el segundo párrafo del artículo 93 de la Ley 
de Impuesto a las Ganancias, texto ordenado en 2019 
y sus modificaciones, o su equivalente de acuerdo a 
la denominación que tuviere en el período de que se 
trate. A los fines de utilizar el índice mencionado en el 
párrafo anterior, no resultan aplicables las disposicio-
nes del artículo 10 de la ley 23.928, modificado por la 
ley 25.561.

Capítulo IV

Declaración voluntaria de activos 
para la realización de inversiones en construcción

Art. 7° – Las personas humanas, sucesiones indi-
visas y los sujetos establecidos en el artículo 53 de 
la Ley de Impuesto a las Ganancias, texto ordenado 
en 2019 y sus modificaciones, residentes en la Repú-
blica Argentina, podrán declarar de manera voluntaria 
ante la Administración Federal de Ingresos Públicos, 
entidad autárquica en el ámbito del Ministerio de Eco-
nomía, la tenencia de moneda extranjera y/o moneda 
nacional en el país y en el exterior, en las condiciones 
previstas en el presente capítulo, dentro de un plazo 
que se extenderá desde la fecha de entrada en vigencia 
de esta ley y hasta el 28 de febrero del año 2021, am-
bas fechas inclusive.

La tenencia de moneda extranjera y/o de moneda 
nacional en el país y en el exterior, que se exteriorice 
en los términos de este régimen, es aquella que no hu-
biera sido declarada a la fecha de entrada en vigencia 
de esta ley, de acuerdo al procedimiento que a esos 
efectos establezca la Administración Federal de Ingre-
sos Públicos.

Los fondos incluidos en la declaración voluntaria 
de la moneda extranjera y/o moneda nacional deberán 
depositarse en una cuenta especial abierta a nombre 
del o de la titular de la tenencia en entidades compren-
didas en el régimen de la ley 21.526 y sus modifica-
ciones, en la forma y en los plazos que establezcan 
la Administración Federal de Ingresos Públicos y el 
Banco Central de la República Argentina.

Los fondos declarados deberán afectarse, única-
mente, a las inversiones en obras privadas nuevas rea-
lizadas en la República Argentina a las que se refiere 
el artículo 2° de la presente ley.

Art. 8° – Establécese un impuesto especial que se 
determinará sobre el valor de la tenencia que se de-
clare, expresada en moneda nacional al momento de 
ingreso a la cuenta especial, conforme las siguientes 
alícuotas:

1. Ingresados desde la fecha de entrada en vigen-
cia de esta ley y hasta el 31 de diciembre de 
2020, ambas fechas inclusive: cinco por cien-
to (5%).

2. Ingresados desde el 1° de enero de 2021 y 
hasta el 31 de enero de 2021, ambas fechas 
inclusive: quince por ciento (15 %).

3. Ingresados desde el 1° de febrero de 2021 y 
hasta el 28 de febrero de 2021, ambas fechas 
inclusive: veinticinco por ciento (25 %).

Al solo efecto de la determinación de la base im-
ponible a que hace referencia el párrafo anterior, 
deberá considerarse para la valuación de la moneda 
extranjera, el tipo de cambio comprador del Banco de 
la Nación Argentina que corresponda a la fecha de su 
ingreso a la cuenta especial allí mencionada.
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Art. 9° – El impuesto especial que se fija en el artícu-
lo 8° de la presente ley deberá ser determinado e ingre-
sado en la forma, plazo y condiciones que establezca la 
Administración Federal de Ingresos Públicos.

La falta de pago del impuesto especial dentro de 
los plazos fijados en el presente capítulo y en la regla-
mentación que al efecto se dicte privará al sujeto que 
realiza la declaración voluntaria de la totalidad de los 
beneficios aquí previstos.

El impuesto establecido en el artículo 8° de la pre-
sente norma no resultará deducible ni podrá ser consi-
derado como pago a cuenta del impuesto establecido 
en la Ley de Impuesto a las Ganancias, texto ordenado 
en 2019 y sus modificaciones.

El impuesto especial que se fija en el artículo 8° 
se regirá por las disposiciones de la ley 11.683, texto 
ordenado 1998 y sus modificaciones.

Art. 10. – Los sujetos que efectúen la declaración 
voluntaria de moneda extranjera y/o moneda nacional 
en los términos de este capítulo no estarán obligados a 
informar a la Administración Federal de Ingresos Pú-
blicos, sin perjuicio del cumplimiento de la ley 25.246 
y sus modificaciones, y demás obligaciones que co-
rrespondan, la fecha de compra de las tenencias ni el 
origen de los fondos con las que fueran adquiridas, y 
gozarán de los siguientes beneficios por los montos 
declarados:

a) No estarán sujetos a lo dispuesto en el inciso f) 
del artículo 18 de la ley 11.683, texto ordena-
do en 1998 y sus modificaciones, respecto de 
las tenencias exteriorizadas; 

b) Quedan liberados de toda acción civil, comer-
cial, penal tributaria, penal cambiaria, penal 
aduanera e infracciones administrativas que 
pudieran corresponder;

c) Quedan eximidos del pago de los impuestos 
que hubieran omitido declarar, de acuerdo con 
las siguientes disposiciones:

1. Impuestos a las ganancias, a las salidas 
no documentadas conforme al artículo 40 
de la Ley de Impuesto a las Ganancias, 
texto ordenado en 2019 y sus modifica-
ciones, a la transferencia de inmuebles 
de personas físicas y sucesiones indivisas 
y sobre los créditos y débitos en cuentas 
bancarias y otras operatorias: respecto 
del monto de la materia neta imponible 
del impuesto que corresponda, el importe 
equivalente en moneda nacional de la te-
nencia de moneda extranjera y/o moneda 
nacional, que se declara voluntariamente. 

2. Impuestos internos y al valor agregado: 
el monto de operaciones liberado se ob-
tendrá multiplicando el valor en moneda 
nacional de las tenencias exteriorizadas, 
por el coeficiente resultante de dividir el 
monto total de operaciones declaradas –o 

registradas en caso de no haberse presen-
tado declaración jurada– por el monto de 
la utilidad bruta, correspondientes al pe-
ríodo fiscal que se pretende liberar. 

3. Impuesto sobre los bienes personales y 
de la contribución especial sobre el ca-
pital de las cooperativas: respecto del 
impuesto originado por el incremento de 
los bienes sujetos al impuesto o del capi-
tal imponible, según corresponda, por un 
monto equivalente en moneda nacional a 
las tenencias declaradas voluntariamente. 

4. Impuesto a las ganancias por las ganan-
cias netas no declaradas: en su equiva-
lente en moneda nacional, obtenidas en el 
exterior, correspondiente a las tenencias 
que se declaran voluntariamente.

Art. 11. – La declaración voluntaria efectuada por 
las sociedades comprendidas en el inciso b) del artícu-
lo 53 de la Ley de Impuesto a las Ganancias, texto 
ordenado en 2019 y sus modificaciones, liberará del 
impuesto a las ganancias correspondiente a los socios, 
en proporción a la materia imponible que les sea atri-
buible, de acuerdo con su participación en esta. Igual 
criterio corresponderá aplicar con relación a los suje-
tos referenciados en el inciso c) del referido artículo 
con relación a los y las fiduciantes, beneficiarios, be-
neficiarias y/o fideicomisarios y/o fideicomisarias.

La liberación dispuesta procederá solo en el supues-
to en que los sujetos mencionados en los incisos b) y 
c) del artículo 53 de la Ley de Impuesto a las Ganan-
cias, texto ordenado en 2019 y sus modificaciones no 
hubieran ejercido la opción a la que se refiere el punto 
8 del inciso a) del artículo 73 de la mencionada ley.

Las personas humanas y sucesiones indivisas que 
efectúen la declaración voluntaria prevista en este ca-
pítulo podrán liberar con esta las obligaciones fiscales 
de las empresas unipersonales de las que sean o hubie-
ran sido titulares.

Art. 12. – La liberación establecida en el inciso c) 
del artículo 10 de la presente ley no podrá aplicarse 
a las retenciones o percepciones practicadas y no in-
gresadas.

Art. 13. – Los beneficios establecidos en el presente 
capítulo referidos a la declaración voluntaria de mo-
neda extranjera y/o moneda nacional resultan exclu-
yentes de los previstos en el capítulo II de la presente 
norma.

Art. 14. – Ninguna de las disposiciones de la pre-
sente ley liberará a las entidades financieras o demás 
personas obligadas, sean entidades financieras, nota-
rios públicos o notarias públicas, contadores o con-
tadoras, síndicos o síndicas, auditores o auditoras o 
directores o directoras u otros, de las obligaciones vin-
culadas con la legislación tendiente a la prevención de 
las operaciones de lavado de dinero, financiamiento 
del terrorismo u otros delitos previstos en leyes no 
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tributarias, excepto respecto de la figura de evasión 
tributaria o participación en la evasión tributaria.

Quedan excluidas del ámbito de la presente ley las su-
mas de dinero provenientes de conductas susceptibles de 
ser encuadradas en los términos del artículo 6° de la ley 
25.246 y sus modificaciones, relativas al delito de lava-
do de activos y financiación del terrorismo. Los sujetos 
mencionados en el artículo 7° de esta ley que pretendan 
acceder a los beneficios del presente régimen de declara-
ción voluntaria de activos para la realización de inversio-
nes en construcción de obras privadas nuevas, deberán 
formalizar la presentación de una declaración jurada al 
respecto; ello sin perjuicio de cualquier otra medida que 
resulte necesaria a efectos de corroborar los extremos de 
viabilidad para el acogimiento a este.

En los supuestos contemplados en el inciso j) del 
punto 1 del artículo 6° de la ley 25.246 y sus modifica-
ciones, la exclusión será procedente en la medida que 
se encuentre imputado.

Art. 15. – Quedan excluidos o excluidas de las dis-
posiciones del presente capítulo quienes se hallen en 
alguna de las siguientes situaciones:

a) Declarados o declaradas en estado de quiebra, 
respecto de los o las cuales no se haya dis-
puesto continuidad de la explotación, confor-
me a lo establecido en la normativa vigente;

b) Los condenados o las condenadas por alguno 
de los delitos previstos en las leyes 23.771 y 
sus modificaciones, 24.769 y sus modificato-
rias, el título IX de la ley 27.430 y sus modifi-
caciones o en la ley 22.415 (Código Aduane-
ro) y sus modificaciones, respecto de los cua-
les se haya dictado sentencia y se encuentre 
firme con anterioridad a la entrada en vigencia 
de la presente ley, siempre que la condena no 
estuviera cumplida;

c) Los condenados o las condenadas por delitos 
dolosos que tengan conexión con el incumpli-
miento de obligaciones tributarias, respecto 
de los cuales se haya dictado sentencia y se 
encuentre firme con anterioridad a la fecha de 
entrada en vigencia de la presente ley, siempre 
que la condena no estuviere cumplida;

d) Los condenados o las condenadas por delitos 
vinculados con operaciones de lavado de di-
nero o financiamiento del terrorismo respecto 
de los cuales se haya dictado sentencia y se 
encuentre firme con anterioridad a la fecha de 
entrada en vigencia de la presente ley, siem-
pre que la condena no estuviere cumplida, 
sus cónyuges, convivientes y parientes en el 
segundo grado de consanguinidad o afinidad 
ascendente o descendente;

e) Las personas jurídicas en las que, según corres-
ponda, sus socios, socias, administradores o ad-
ministradoras, directores, directoras, síndicos, 

sindicas, integrantes del consejo de vigilancia, 
consejeros, consejeras o quienes ocupen cargos 
equivalentes en las mismas, hayan sido conde-
nados o condenadas por infracción a las leyes 
23.771 y sus modificaciones, 24.769 y sus mo-
dificatorias, al título IX de la ley 27.430 y sus 
modificaciones, la ley 22.415 (Código Aduane-
ro) y sus modificaciones, o por delitos dolosos 
que tengan conexión con el incumplimiento de 
obligaciones tributarias, respecto de los cuales 
se haya dictado sentencia y se encuentre firme 
con anterioridad a la fecha de entrada en vigen-
cia de la presente ley, siempre que la condena 
no estuviere cumplida;

f) Los o las que ejerzan o hayan ejercido la fun-
ción pública, sus cónyuges, convivientes y 
parientes en el segundo grado de consangui-
nidad o afinidad ascendente o descendente, en 
cualquiera de los poderes del Estado nacional, 
provinciales, municipales o de la Ciudad Au-
tónoma de Buenos Aires.

Art. 16. – Los sujetos que se acojan al régimen 
establecido en el presente capítulo deberán previa-
mente renunciar a la promoción de cualquier proce-
dimiento judicial o administrativo para reclamar con 
fines impositivos la aplicación de procedimientos de 
actualización de cualquier naturaleza. Aquellos que a 
la fecha de entrada en vigencia de la presente ley ya 
hubieran promovido tales procesos deberán desistir de 
las acciones y derechos allí invocados.

En el caso de la renuncia a la que hace referencia el 
párrafo anterior, el pago de las costas y gastos causídi-
cos se impondrán en el orden causado, renunciando el 
Fisco al cobro de multas.

Capítulo V

Disposiciones generales

Art. 17. – El Poder Ejecutivo nacional será el en-
cargado de reglamentar la presente ley en un lapso no 
superior a los treinta (30) días desde la fecha de su 
entrada en vigencia.

La Comisión Nacional de Valores, el Banco Central 
de la República Argentina y la Administración Federal 
de Ingresos Públicos dictarán, en el marco de sus res-
pectivas competencias, las normas complementarias 
pertinentes, incluyendo las relativas a la verificación 
del cumplimiento de los requisitos previstos en la pre-
sente ley.

Art. 18. – Las disposiciones de la presente ley en-
trarán en vigencia a partir del día de su publicación en 
el Boletín Oficial de la República Argentina.

Art. 19. – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Alberto Á. Fernández.
Santiago A. Cafiero. – Martín Guzmán.


